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Demandante 
            DELFIN CHICANGANA CAMPO Y OTROS
Demandado              NACION- RAMA JUDICIAL- MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO- MINISTERIO DEL INTERIOR
Medio  de Control   REPARACION DIRECTA – SEGUNDA INSTANCIA.

Medio de Control: REPARACION DIRECTA/Privación Injusta de Libertad/ El régimen de responsabilidad es objetivo/No debe aplicarse régimen de responsabilidad subjetivo so pena de contrariar normatividad constitucional de mayor jerarquía/ Cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado contemplada en el artículo 90 de la Constitución Política, no puede ser restringida por normas de inferior categoría/Revoca decisión de a quo que había negado pretensiones. 
El A quo sostuvo que en el asunto puesto en consideración no era viable aplicar el régimen de responsabilidad objetivo, ya que la declaratoria de prescripción y extinción de la acción penal no se ajusta a los presupuestos del error jurisdiccional o a la privación injusta de la libertad, por lo que aseguró que se debía analizar la responsabilidad del Estado a través de la falla en el servicio por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia.

En ese entendido resolvió negar las pretensiones de la demanda, señalando que la parte demandante no cumplió con la carga probatoria de demostrar la falla en el servicio en razón del retardo que hubo en el proceso penal que culminó con la declaratoria de prescripción de la acción penal, mientras que por su parte la entidad demandada demostró que adoptó las gestiones necesarias para solucionar el problema de congestión judicial, por lo que en consecuencia resultaba imposible responsabilizar al Estado por el daño alegado.

Para la Sala no son de recibo los argumentos del Juez de primera instancia en cuanto resolvió que no era posible aplicar el régimen objetivo bajo el título de imputación de la privación injusta de la libertad, toda vez que está plenamente demostrado que el demandante estuvo vinculado en un proceso penal, en el cual fue privado de su libertad por decisión de la autoridad judicial competente, por lo que en efecto resulta procedente entrar a establecer si el daño padecido por el actor es antijurídico al punto que no estaba en la obligación de soportarlo y si este fue producto de la acción u omisión de la entidad accionada, es decir si le es imputable, bajo los parámetros del régimen de responsabilidad objetivo de la privación injusta de la libertad.

De esta manera, si bien la parte demandada sostiene que los presupuestos fácticos no se encuentran enmarcados dentro de las causales establecidas en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, lo cierto es que la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado contemplada en el artículo 90 de la Constitución Política, no puede ser restringida por normas de inferior categoría, pues se estaría trasgrediendo una norma superior a la cual debe atemperarse todo el ordenamiento jurídico, máxime cuando la fuente de responsabilidad estatal la constituye el artículo 90 Superior, en el que se establece claramente que cuando en el despliegue de las actividades de la administración se cause un daño antijurídico a un particular, debe ser reparado en tanto resulte atribuible a ésta.  

Medio de Control: REPARACION DIRECTA/Privación Injusta de Libertad/ El a quo debió darle valor probatorio de las copias simples aportadas al proceso teniendo en cuenta la sentencia de unificación del Consejo de Estado del 28 de agosto de 2013 que contempla la posibilidad de dar valor probatorio a los elementos de prueba que se aportan en copia simple, cuando la parte en contra de quien se aducen no los tacha de falsos en la oportunidad prevista para su contradicción. 
En lo que tiene que ver con la valoración de la providencia dictada el 25 de marzo de 2011, que fue aportada en la demanda en copia simple, valga la pena aclarar que reiteradamente el H. Consejo de Estado y recientemente en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2013, ha señalado que es posible dar valor probatorio a los elementos de prueba que se aporten en copia simple, cuando la parte en contra de quien se aducen en la oportunidad prevista para su contradicción no los tacha de falsos, por lo que bajo este entendido es claro que el argumento esbozado por el A quo para desestimar la referida prueba, atendiendo los parámetros jurisprudenciales actuales queda sin sustento alguno, ya que el documento aludido no fue controvertido por la parte demandada, y por consiguiente es plenamente factible tenerlo como prueba para acreditar los hechos que se desprenden de la demanda.
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Demandante 
  DELFIN CHICANGANA CAMPO
    Demandado            NACION- RAMA JUDICIAL- MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO- MINISTERIO DEL INTERIOR
Medio  de Control  REPARACION DIRECTA – SEGUNDA INSTANCIA.
Decide el Tribunal el recurso de apelación impetrado por la parte demandante, contra la sentencia Nº 127 del 08 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, dentro del proceso promovido por el Señor DELFIN CHICANGANA CAMPO Y OTROS, contra la NACION- RAMA JUDICIAL - MINISTERIO DE JUSTICIA y del DERECHO y MINISTERIO DEL INTERIOR, en la que se negaron las pretensiones de la demanda.  
I. ANTECEDENTES

1.  La demanda

El señor DELFIN CHICANGANA CAMPO; actuando en nombre propio y en representación de sus hijos MARIA DE LOS ANGELES CHICANGANA ANACONA; JAIVER DAVID CHICANGANA CASTRO; DARLY BANESA CHICANGANA CAMPO; LUZ CLARITA CHICANGANA CAMPO y YAMILED CHICANGANA CASTRO; la señora BLANCA STELLA CHICANGANA ANACONA, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos CLAUDIA LORENA PALECHOR CHICANGANA y KEVIN EDUARDO PALECHOR CHICANGANA; la señora ANA LUCIA CHICANGANA ANACONA, actuando en nombre propio y en representación de sus hijos LEISY MAYERLY CRUZ CHICANGANA y JUAN DAVID CHICANGANA ANACONA; la señora VIVIANA CHICANGANA ANACONA, en nombre propio y en representación de su hija ANYI NATALIA PIAMBA CHICANGANA; la señora LUZ ANGELA CHICANGANA ANACONA, en nombre propio y en representación de su hijo CAMILO ANDRES PALECHOR CHICANGANA; la señora YUDI MILEIDI CHICANGANA ANACONA, en nombre propio y en representación de su hijo BREYNER YECID PALECHOR CHICANGANA; y los señores ANA TERESA ANACONA JIMENEZ; HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR; MARIELA CHICANGANA CAMPO; HOLGA MARIA CHICANGANA CAMPO;NA LIDIA CAMPO; FLOR IMELDA CHICANGANA;YOLANDA CHICANGANA CAMPO; Y ALVARO HERNEY CHICANGANA CAMPO, actuando a través de apoderado judicial, en ejercicio del Medio de Control de REPARACION DIRECTA, dirigido en contra de la NACION- RAMA JUDICIAL - MINISTERIO DE JUSTICIA y del DERECHO y MINISTERIO DEL INTERIOR, solicitó se concedan las siguientes declaraciones y condenas:
Que se declare que las entidades demandadas son administrativa y civilmente responsables por los perjuicios morales ocasionados al señor DELFIN CHICANGANA CAMPO y a su grupo familiar, con ocasión de la privación de la libertad de que fue objeto por más de dos años, al haber sido acusado del delito de rebelión, respecto del cual, el 25 de marzo de 2011 se declaró la prescripción y extinción de la acción penal.

1.1.  Los hechos

Como presupuesto fáctico de sus pretensiones, la parte demandante expuso los siguientes: 
El señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, fue capturado el 9 de mayo de 2004 en un operativo realizado por el Batallón de Alta Montaña No. 4 en los Municipios de San Sebastián y Santa Rosa, Cauca, con el fin de prevenir atentados terroristas por parte de las organizaciones subversivas de las FARC y del ELN.
Dentro del proceso penal promovido en su contra, el día 10 de noviembre de 2004 se calificó el mérito del sumario mediante resolución  de acusación por el delito de rebelión la cual quedó ejecutoriada el 2 de marzo de 2005. El conocimiento del asunto fue avocado el 11 de abril de 2005 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Popayán y el 23 de marzo de 2006, le fue concedida la libertad provisional.

Refiere que desde el año 2009 el proceso penal del señor Chicangana Campo, fue trasladado para su conocimiento a los Juzgados Tercero y Primero Penales del Circuito Adjuntos en Descongestión, siendo este último despacho judicial quien mediante providencia del 25 de marzo de 2011, decretó la prescripción y extinción de la acción penal por el delito de rebelión. 
2. La contestación de la demanda.

2.1. Ministerio del Interior
.
El Ministerio del Interior y de Justicia en la contestación de la demanda propuso la excepción de falta de legitimación material en la causa por pasiva, señalando que los hechos por los cuales se demanda escapan de su competencia según lo preceptuado en los Decretos 4530 de 2008, y 2893 de 2011, anotando que es la Fiscalía General de la Nación quien está legitimada por pasiva para actuar en el presente proceso por tratarse de actuaciones desplegadas en el ejercicio de la función de administrar justicia.
2.2. Ministerio de Justicia y del Derecho
.
El Ministerio de Justicia y del Derecho se opuso a que se despachen favorablemente las pretensiones de la demanda, proponiendo para tal efecto la excepción de falta de legitimación material en la causa por pasiva. 

En ese entendido, manifestó que los fundamentos de hecho objeto de la demanda tienen que ver con eventuales irregularidades cometidas por la Rama Judicial, motivo por el cual no pueden ser atribuidos al Ministerio de Justicia y del Derecho, ya que este último pertenece a la Rama Ejecutiva y no a la Judicial. 

Adicionalmente, aseguró que de acuerdo con el Decreto 2897 de 2011 el Ministerio de Justicia y del Derecho, no tiene dentro de sus competencias ninguna relacionada con la nominación, supervisión de las funciones de los jueces, por lo que considera que debe ser absuelto al no haber intervenido material y sustancialmente en los hechos que pudieron haber causado los perjuicios al demandante y además por cuanto no ejerce la representación legal de la entidad demandada.
2.3. Rama Judicial
.

La Rama Judicial- Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Popayán señaló que la absolución del demandante surgió como consecuencia de la prescripción de la acción penal que constituye una causal diferente a las contenidas en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, por lo que se sujeta al régimen de responsabilidad subjetivo y en consecuencia no existe presunción por detención injusta, ya que no se desvirtuó el valor probatorio de los medios de convicción, demostrando la total ausencia de los elementos materiales para su imposición o un inadecuado análisis de las evidencias físicas e información legalmente obtenida para su decreto, carga que estaba en cabeza del actor.
Manifestó que no es viable atribuir responsabilidad a la Rama Judicial por los traumatismos propios de los despachos que conocieron el asunto, ya que la prescripción tuvo lugar por razones ajenas a éstos, como la congestión judicial. Aunado a lo anterior, indicó que los actos jurisdiccionales restrictivos de la libertad del demandante fueron legales y no arbitrarios, ya que la Fiscalía General de la Nación concluyó que participó en la conducta material que se investigaba, motivo por el cual no se puede predicar que hubo una falla o error judicial.
Seguidamente, expuso que el caso que se analiza se consolidó en vigencia de la Ley 600 de 2000, en donde la etapa de investigación estaba a cargo de la Fiscalía General de la Nación y la de juzgamiento de los Jueces Penales, con fundamento en ello afirmó que la privación de la libertad fue resultado del ejercicio de la facultad exclusiva y excluyente de la Fiscalía General de la Nación.

De otra parte, sostuvo que de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, para establecer si hay responsabilidad del Estado por falla en la administración de justicia derivada del retardo en adoptar decisiones, se debe precisar si el retardo estuvo o no justificado, para lo cual se debe tener en cuenta: la complejidad del asunto, el comportamiento del recurrente, la forma como haya sido llevado el caso, el volumen de trabajo que tenga el Despacho de conocimiento, y los estándares de funcionamiento, según el promedio de duración de los procesos.
Indicó que no hay causa para demandar, debido a que no hay nexo entre el daño y la actuación de los jueces, como quiera que la privación de la libertad fue decretada por la Fiscalía General de la Nación, por lo que los hechos objeto de demanda no constituyen error judicial o falla en el servicio atribuible a la Rama Judicial, agregando que la declaratoria de prescripción contiene una respuesta definitiva fundada en derecho.
Con fundamento en lo anterior formuló las excepciones que denominó; falta de causa para demandar, inexistencia de perjuicios, e innominada.

3. La Sentencia de primera instancia

Mediante sentencia Nº 127 del 08 de octubre de 2013, el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán declaró probadas las excepciones denominadas “falta de causa para demandar” e “inexistencia de perjuicios”, formuladas por la entidad demandada y en consecuencia negó las pretensiones de la demanda.

El A quo sostuvo que en el presente asunto no es viable aplicar el régimen objetivo de responsabilidad, en razón a que la declaratoria de prescripción y extinción de la acción penal no se ajusta a los presupuestos contenidos en el error jurisdiccional o por privación injusta de la libertad, por lo que consideró que se debía analizar la responsabilidad del Estado por  falla en el servicio, por el mal o defectuoso funcionamiento de la administración de justicia.
De acuerdo a lo anterior, señaló que la parte demandante no probó la falla en el servicio del Estado en cabeza de la Rama Judicial por el retardo en el proceso judicial que terminó en prescripción y extinción de la acción penal adelantada por el delito de rebelión, es decir, que ese retardo constituyó un funcionamiento anormal de la administración de justicia que da lugar a la reparación, y contrario a esta circunstancia, en el proceso obra prueba documental aportada por la parte demandada, que permite colegir que para la época de los hechos que originaron la demanda había un problema de congestión en el Despacho judicial que adelantó el proceso penal, al punto que se adoptaron medidas de descongestión. 
De otra parte, adujo que no era viable valorar la providencia del 25 de marzo de 2011, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Penal Adjunto de Popayán, por medio de la cual se decreta la prescripción y extinción de la acción penal por el delito de rebelión por cuanto la misma fue aportada en copia simple.
Bajo estos argumentos concluyó que no era posible responsabilizar a la Rama Judicial por la falla en el servicio, toda vez que no se demostró la culpa de la entidad demandada en el retardo del proceso.

4. El recurso de Apelación

Mediante escrito presentado el 21 de octubre de 2013, la parte demandante presentó recurso de apelación en el que solicitó se revoque la sentencia proferida por el A quo, por considerar en síntesis, que se encuentra demostrado que el señor Delfín Chicangana fue privado de la libertad durante más de dos años, sin que el aparato judicial funcionara correctamente en los términos que la ley señala, configurándose una detención injusta atribuible al Estado, al haber dejado prescribir el término para determinar si era o no responsable.

5. Actuación en segunda instancia.

Mediante auto del 16 de enero de 2014
, se admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante. Por auto del 24 de enero del presente año
 se corrió traslado a las partes para alegar por el término de diez (10) días. 
6. Los alegatos de conclusión
6.1.  Rama Judicial.

Dentro de este término intervino la parte demandada reiterando los argumentos expuestos en la contestación de la demanda, señalando adicionalmente que se opone a que se revoque la sentencia apelada, ya que la parte demandante no probó sus alegaciones y los hechos en que se funda lo pretendido no constituyen privación injusta de la libertad, ni error judicial, ni defectuoso funcionamiento de la administración de justicia atribuible a la entidad demandada y además el proceso terminó por declaratoria de prescripción de la acción penal, lo que no permite calificar de injusta la privación de la libertad del demandante, por cuando no ha sido exonerado por sentencia absolutoria o providencia equivalente
.
6.2. Parte demandante

Por su parte el recurrente insistió que la entidad demandada debe responder por los perjuicios causados a los demandantes con ocasión de la privación de la libertad de que fue objeto el señor Delfín Chicangana, toda vez que la falla de la administración se justifica en el hecho de no haberse tomado una decisión con prontitud, permitiendo que operara la prescripción de la acción penal y en consecuencia su extinción, además por cuanto los aplazamientos y demoras no fueron responsabilidad del demandante
.
 6.3.  Concepto del Ministerio Público
.

El Ministerio Público en el traslado especial, señaló que al asunto sub lite le es aplicable el régimen de responsabilidad objetivo por privación injusta de la libertad, donde simplemente se exige al perjudicado demostrar que se presentó una detención y que no fue condenado, independientemente de la forma como haya terminado el proceso, toda vez que le asiste al Estado el deber de realizar la investigación y juzgamiento en debida forma y dentro de los términos legalmente establecidos.

Bajo estos presupuestos, solicitó se revoque la sentencia impugnada al considerar que se encuentran acreditadas cada una de las condiciones que legal y jurisprudencialmente se han establecido para precisar que existió una injusta e indebida privación de la libertad, dado que se presentó una detención injusta, toda vez que no se logró desvirtuar la presunción de inocencia luego de transcurrido el tiempo legalmente previsto para ello, por lo que no hay justificación para eximir de responsabilidad al Estado, debiendo responder en forma objetiva, sin que sea posible desviar el régimen de responsabilidad acudiendo a la falla del servicio como lo hizo el A quo.
II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL
1. Competencia.
El Tribunal es competente para conocer del presente asunto en segunda instancia, de conformidad con el Artículo 153 del CPACA.
Precisa la Sala que, al conocer del presente asunto en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, la competencia de esta Corporación, se encuentra delimitada por los aspectos objeto de apelación y en lo que pueda ser desfavorable para el apelante, puesto que la pretensión de tal recurso, es lo que fija el ámbito de competencia del superior, razón por la cual, la providencia que lo desate, debe guardar consonancia con el objeto del mismo.

2. Caducidad.

En el sub examine, se solicita la reparación de los perjuicios causados con ocasión de la privación injusta de la libertad de que fue objeto el señor Delfín Chicangana Campo, lo cual tiene sustento en la providencia dictada el 25 de marzo de 2011 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Popayán Adjunto, en la que se declaró la prescripción y extinción de la acción penal dentro del proceso adelantado en su contra por el delito de rebelión.

La demanda fue presentada el 31 de julio de 2012
, por lo que en consecuencia se encuentra dentro de la oportunidad legal prevista para interponer el medio de control de reparación directa, consagrado en el artículo 164 numeral 2 literal i) del CPACA.

3. El problema jurídico.
Le corresponde al Tribunal determinar si el fallo proferido el 08 de octubre de 2013,  por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, que negó las pretensiones de la demanda debe ser  revocado.

4. Razones de Inconformidad.
La parte demandante persigue con la apelación, que se revoque la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo de Popayán, por considerar que se encuentra demostrado que el señor Delfín Chicangana fue privado de la libertad durante más de dos años, sin que el aparato judicial funcionara correctamente en los términos que la ley señala, configurándose una detención injusta atribuible al Estado al haber dejado prescribir el término para determinar si era o no responsable.

Manifestó su inconformidad frente al criterio del A quo, que consideró que no se demostraban los fundamentos necesarios para declarar responsable a la entidad accionada, señalando que resulta violatorio de los derechos de los demandantes, ya que el hecho de encontrarse detenido el señor Chicangana a la espera del trámite procesal, donde no se respetaron los términos, permitiendo que se diera el fenómeno de la prescripción, constituye suficiente prueba para acceder a lo deprecado, toda vez que en virtud de ello fue sometido al señalamiento público ante la no solución de su situación y al sufrimiento por más de dos años al internamiento en un centro carcelario de máxima seguridad, encontrándose acreditado en consecuencia los perjuicios morales y materiales padecidos por los demandantes.
Finalmente resaltó su desacuerdo con el Juez de conocimiento de no darle valor probatorio a las copias simples aportadas con la demanda, destacando que el Consejo de Estado unificó jurisprudencia reconociendo valor probatorio a las copias simples cuando no han sido tachadas de falsedad, agregando que la Sección Tercera de esa Corporación ha concluido que la copia de un documento tiene el mismo valor del original si se obtiene de alguna de las formas señaladas en el artículo 254 del C.P.C, y que el documento aportado en original o en copia es auténtico cuando exista certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado y que el documento público se presume auténtico, mientras no se compruebe lo contrario. 

5. Régimen de responsabilidad aplicable.

El alcance de la modalidad de responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, ha sido un tema tratado de forma activa en la jurisprudencia del Consejo de Estado; en efecto, se han identificado tres  líneas jurisprudenciales; así lo ha reconocido esa misma Corporación
:

Explica que la primera tesis jurisprudencial que se puede calificar como “restrictiva”, reservó el deber de reparar sólo a aquellas personas que por causa de alguna decisión judicial se hubieren visto ilegítimamente privadas de su libertad, de manera que solamente existía deber de reparar la “falla del servicio judicial”. 
La segunda línea jurisprudencial estableció que la responsabilidad por privación de la libertad regulada por el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal, sería objetiva y que era procedente únicamente si la situación podía subsumirse en alguna de las tres causales normativas; en el evento contrario, el actor tenía el deber de demostrar la ocurrencia de error jurisdiccional derivado del carácter “injusto” o “injustificado” de la detención. La responsabilidad objetiva derivada de las causales establecidas en el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal, ha quedado explicada en los siguientes términos por el Consejo de Estado: 

“Una segunda línea jurisprudencial entendió que en los tres eventos previstos en el artículo 414 (absolución cuando el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no estaba tipificada como punible) la responsabilidad es objetiva, por lo cual resulta irrelevante el estudio de la conducta del juez o magistrado para tratar de definir si por parte de él hubo dolo o culpa. Se consideró, además que, en tales eventos, “la ley presume que se presenta la privación injusta de la libertad”, pero se precisó que en aquellos casos no subsumibles en tales hipótesis normativas se exigiría al demandante acreditar el error jurisdiccional derivado no sólo del carácter “injusto” sino “injustificado” de la detención. Nótese que la jurisprudencia encontró, en el artículo 414 del derogado C.P.P., dos preceptos. Un primer segmento normativo, previsto en su parte inicial, conforme a la cual “quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado indemnización de perjuicios”, que vendría a constituir una suerte de cláusula general de responsabilidad del Estado por el hecho de la privación injusta de la libertad, la cual amerita su demostración  bien por error o ilegalidad de la detención. La segunda parte de la disposición, en cambio, tipificaría los tres únicos supuestos (absolución cuando el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no estaba tipificada como punible) que, probados, daban lugar a la aplicación de un régimen de responsabilidad objetiva, o lo que es igual, no era menester demostrar la ocurrencia de error judicial o de ilegalidad en la adopción de la medida privativa de la libertad.

Finalmente, la última tendencia que puede calificarse como “amplia”, ha señalado que la responsabilidad por privación injusta de la libertad, va más allá de los tres supuestos normativos del mencionado artículo 414, por lo que la obligación de reparación surge aún en eventos en los que el sindicado ha sido absuelto en aplicación del principio de in dubio pro reo, pues si bien es cierto el Estado tiene el deber jurídico de investigar, el ciudadano no tiene la obligación jurídica de soportar la privación de la libertad que es uno de los derechos de mayor protección en el Estado Social de Derecho. 

La última tesis ha sido explicada por el Consejo de Estado, en los siguientes términos:
“Esta Corporación ha sostenido que a los asociados corresponde soportar la carga pública que implica participar, por voluntad de la autoridad, en una investigación. Sin embargo, ahora la Sala considera oportuno recoger expresiones en virtud de las cuales algunos sectores de la comunidad jurídica han llegado a sostener, sin matiz alguno, que el verse privado de la libertad ocasionalmente es una carga pública que los ciudadanos deben soportar con estoicismo.

Definitivamente no puede ser así. Lo cierto es que cualquiera que sea la escala de valores que individualmente se defienda, la libertad personal ocupa un lugar de primer orden en una sociedad que se precie de ser justa y democrática. Por consiguiente, mal puede afirmarse que experimentar la pérdida de un ingrediente fundamental para la realización de todo proyecto de vida, pueda considerarse como una carga pública normal, inherente al hecho de vivir dentro de una comunidad jurídicamente organizada y a la circunstancia de ser un sujeto solidario. Si se quiere ser coherente con el postulado de acuerdo con el cual, en un Estado Social y Democrático de Derecho la persona (junto con todo lo que a ella es inherente( ocupa un lugar central, es la razón de la existencia de aquél y a su servicio se hallan todas las instituciones que se integran en el aparato estatal, carece de asidero jurídico sostener que los individuos deban soportar toda suerte de sacrificios, sin compensación alguna, por la única razón de que resultan necesarios para posibilitar el adecuado ejercicio de sus funciones por las autoridades públicas. 
La afirmación contraria sólo es posible en el seno de una organización estatal en la que la persona (con todos sus atributos y calidades( deviene  instrumento, sacrificable, reductible y prescindible, siempre que ello se estime necesario en aras de lograr lo que conviene al Estado, es decir, en un modelo de convivencia en el que la prevalencia de un (desde esta perspectiva, mal entendido( interés general, puede justificar el desproporcionado sacrificio del interés particular (incluida la esfera de derechos fundamentales del individuo( sin ningún tipo de compensación.
Y es que si bien es cierto que en el ordenamiento jurídico colombiano la prevalencia del interés general constituye uno de los principios fundantes del Estado (a voces del artículo 1º in fine de la Constitución Política(, no lo es menos que el artículo 2º de la propia Carta eleva a la categoría de fin esencial de la organización estatal la protección de todas las personas residentes en Colombia en sus derechos y libertades. Ello implica que la procura o la materialización del interés general, no puede llevarse a cabo avasallando inopinada e irrestrictamente las libertades individuales, pues en la medida en que la salvaguarda de éstas forma parte, igualmente, del contenido teleológico esencial con el que la Norma Fundamental programa y limita la actividad de los distintos órganos del Estado, esa protección de los derechos y libertades también acaba por convertirse en parte del interés general. 
(...)
Entre las consideraciones acerca de la naturaleza del daño antijurídico se ha sostenido que, en cada caso, ha de corresponder al juez determinar si el daño va más allá de lo que, normalmente y sin compensación alguna, debe soportar una persona por el hecho de vivir en una comunidad jurídicamente organizada y comportarse como un sujeto solidario. En ese orden de ideas, no pocas veces se ha concluido que constituye daño antijurídico aquel que se experimenta en el ámbito puramente material, por vía de ejemplo, cuando se devalúa un bien inmueble por la proximidad de un puente vehicular que ha sido construido y puesto en funcionamiento para el bienestar de toda la colectividad. (Subrayado fuera de texto)

No se entiende entonces con apoyo en qué tipo de argumento no habría de ser catalogado como igualmente antijurídico el daño que sufre quien se ve privado de la libertad (como en el presente caso( durante cerca de dos años y acaba siendo absuelto mediante sentencia judicial. Ciertamente resulta difícil aceptar que, con el fin de satisfacer las necesidades del sistema penal, deba una persona inocente soportar dos años en prisión y que sea posible aducirle, válidamente, que lo ocurrido es una cuestión “normal”, inherente al hecho de ser un buen ciudadano y que su padecimiento no va más allá de lo que es habitualmente exigible a todo individuo, como carga pública derivada del hecho de vivir en sociedad. Admitirlo supondría asumir, con visos de normalidad, la abominación que ello conlleva y dar por convalidado el yerro en el que ha incurrido el sistema de Administración de Justicia del Estado.
Considera la Sala, de todas formas y como líneas atrás se ha apuntado, que no es posible generalizar y que, en cada caso concreto, corresponderá al juez determinar si la privación de la libertad fue más allá de lo que razonablemente debe un ciudadano soportar para contribuir a la recta Administración de Justicia. Lo que no se estima jurídicamente viable, sin embargo, es trasladar al administrado el costo de todas las deficiencias o incorrecciones en las que, en ocasiones, pueda incurrir el Estado en ejercicio de su ius puniendi. En relación con la inconveniencia (si no imposibilidad( de verter juicios generales y abstractos en relación con asuntos como el que atrae la atención del presente proveído, ya había expresado esta Corporación lo siguiente:
'Al respecto, debe reiterarse lo expresado en otras oportunidades, en el sentido de que no cualquier perjuicio causado como consecuencia de una providencia judicial tiene carácter indemnizable.  Así, en cada caso concreto deberá establecerse si el daño sufrido es de tal entidad que el afectado no está en la obligación de soportarlo, y resulta, en consecuencia, antijurídico, sea que tenga causa en una providencia errada o en una providencia ajustada a la ley. 

No puede considerarse, en principio, que el Estado deba responder siempre que cause inconvenientes a los particulares, en desarrollo de su función de administrar justicia; en efecto, la ley le permite a los fiscales y jueces adoptar determinadas decisiones, en el curso de los respectivos procesos, en aras de avanzar en el esclarecimiento de la verdad, y los ciudadanos deben soportar algunas de las incomodidades que tales decisiones les causen. Sin embargo, tampoco pueden hacerse afirmaciones categóricas, para suponer que, en determinados casos, será siempre inexistente el daño antijurídico, mucho menos cuando ha habido lugar a la privación de la libertad de una persona, así sea por corto tiempo, dado que se trata de la vulneración de un derecho fundamental, cuya injusticia, al margen de la licitud o ilicitud de la decisión que le sirvió de fundamento, puede hacerse evidente como consecuencia de una decisión definitiva de carácter absolutorio
. He aquí la demostración de que la injusticia del perjuicio no se deriva de la ilicitud de la conducta del agente del Estado' 
 (Subrayas y negrillas fuera del texto original).

El umbral de resistencia de los ciudadanos ha de ser mayor cuando se trata de cargas públicas cuya asunción se hace necesaria para garantizar la sostenibilidad de la existencia colectiva, pero deberá analizarse la magnitud de tales cargas con un escrutinio más estricto y comprensivo (siempre desde la perspectiva de la víctima— allí en donde estén involucrados aspectos que tocan en toda su plenitud la esfera de derechos fundamentales del individuo, al punto de, incluso, poder llegar a hacer inviable su proyecto personal de vida, circunstancia que se da, sin asomo de duda, cuando se ha afectado de manera tan intensa (como en el sub lite( una garantía tan cara a la naturaleza humana como lo es el sagrado derecho a la libertad
.”
En desarrollo de esta última posición, el Consejo de Estado ha manifestado que las normas que respaldan la procedencia de la responsabilidad por la privación injusta de la libertad son el artículo  68 de la Ley 270 de 1996,  el cual debe ser interpretado en armonía con las consideraciones del artículo 90 de la Constitución Política, sin olvidar que los supuestos del artículo 414 no quedan excluidos a pesar de estar derogados, porque el artículo 90 constituye una cláusula general y amplia de imputación de la responsabilidad de la administración sustentada en el daño antijurídico, en el cual se encuentran inmersos los elementos de responsabilidad que consagraba el precitado artículo 414.

6. El valor probatorio de las copias simples aportadas al proceso

En lo que tiene que ver con la valoración de la providencia dictada el 25 de marzo de 2011, que fue aportada en la demanda en copia simple, valga la pena aclarar que reiteradamente el H. Consejo de Estado y recientemente en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2013
, ha señalado que es posible dar valor probatorio a los elementos de prueba que se aporten en copia simple, cuando la parte en contra de quien se aducen en la oportunidad prevista para su contradicción no los tacha de falsos, por lo que bajo este entendido es claro que el argumento esbozado por el A quo para desestimar la referida prueba, atendiendo los parámetros jurisprudenciales actuales queda sin sustento alguno, ya que el documento aludido no fue controvertido por la parte demandada, y por consiguiente es plenamente factible tenerlo como prueba para acreditar los hechos que se desprenden de la demanda.
7. Lo probado en el proceso.
De conformidad con lo expuesto, en la providencia dictada el 25 de marzo de 2011, por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Popayán Adjunto, mediante la cual se declaró la prescripción de la acción penal dentro del proceso adelantado en contra del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO y otros por el delito de rebelión, se pueden dar como demostrados los siguientes supuestos fácticos:

-  El 9 de mayo de 2004, el señor DELFIN CHICANGANA CAMPO fue capturado en un operativo realizado por las Unidades del Batallón de Alta Montaña No. 4 en los municipios de Santa Rosa y San Sebastián, Cauca,  con el objeto de prevenir atentados terroristas por parte de organizaciones subversivas.  
- Por Resolución de fecha 10 de mayo de 2004, la Fiscalía General de la Nación dio apertura a la instrucción.

- La investigación se cerró el 14 de octubre de 2004 y el 10 de noviembre del mismo año se calificó el mérito del sumario con Resolución de Acusación, en la que se le imputó al señor Chicangana Campo, el delito de rebelión, consagrado en la Ley 599 de 2000 en el artículo 467, decisión que una vez desatado el recurso de apelación interpuesto, quedó ejecutoriada el 2 de marzo de 2005.
- El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Popayán, el 11 de abril de 2005, avocó el conocimiento del proceso adelantado en contra del señor Delfín Chicangana Campo y otros.

- La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 13 de julio de 2005 y la audiencia pública el 15 de agosto de la misma anualidad ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Popayán, la cual al haber sido suspendida se reanudó el 20 de septiembre y culminó el 15 de mayo de 2009 ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Popayán.
- El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Popayán mediante auto de fecha 23 de marzo de 2006, concedió la libertad del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO.

- El 18 de marzo de 2011 se avocó el conocimiento del proceso  por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Popayán Adjunto, quien en providencia de 25 de marzo de 2011 decretó la prescripción y extinción de la acción penal por el delito de Rebelión, la cesación de procedimiento por el referido delito a favor del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO y otros, y el archivo del asunto. 
8. El daño.

De acuerdo con los supuestos facticos que se encuentran debidamente acreditados en el plenario el Despacho advierte que efectivamente tal y como se expuso en el libelo introductorio de la demanda, el señor Chicangana Campo, fue vinculado a un proceso penal por la presunta comisión del delito de Rebelión, siendo capturado el 9 de mayo de 2004 y concedida su libertad mediante auto de fecha 23 de marzo de 2006.

Por tanto, en el asunto de autos el daño antijurídico que se pretende sea reparado está constituido por la privación la libertad de que fue objeto el demandante, la cual se reitera está plenamente demostrada en el proceso.
9. La Imputación.

El A quo sostuvo que en el asunto puesto en consideración no era viable aplicar el régimen de responsabilidad objetivo, ya que la declaratoria de prescripción y extinción de la acción penal no se ajusta a los presupuestos del error jurisdiccional o a la privación injusta de la libertad, por lo que aseguró que se debía analizar la responsabilidad del Estado a través de la falla en el servicio por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia.
En ese entendido resolvió negar las pretensiones de la demanda, señalando que la parte demandante no cumplió con la carga probatoria de demostrar la falla en el servicio en razón del retardo que hubo en el proceso penal que culminó con la declaratoria de prescripción de la acción penal, mientras que por su parte la entidad demandada demostró que adoptó las gestiones necesarias para solucionar el problema de congestión judicial, por lo que en consecuencia resultaba imposible responsabilizar al Estado por el daño alegado.
Para la Sala no son de recibo los argumentos del Juez de primera instancia en cuanto resolvió que no era posible aplicar el régimen objetivo bajo el título de imputación de la privación injusta de la libertad, toda vez que está plenamente demostrado que el demandante estuvo vinculado en un proceso penal, en el cual fue privado de su libertad por decisión de la autoridad judicial competente, por lo que en efecto resulta procedente entrar a establecer si el daño padecido por el actor es antijurídico al punto que no estaba en la obligación de soportarlo y si este fue producto de la acción u omisión de la entidad accionada, es decir si le es imputable, bajo los parámetros del régimen de responsabilidad objetivo de la privación injusta de la libertad.
De esta manera, si bien la parte demandada sostiene que los presupuestos fácticos no se encuentran enmarcados dentro de las causales establecidas en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, lo cierto es que la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado contemplada en el artículo 90 de la Constitución Política, no puede ser restringida por normas de inferior categoría, pues se estaría trasgrediendo una norma superior a la cual debe atemperarse todo el ordenamiento jurídico, máxime cuando la fuente de responsabilidad estatal la constituye el artículo 90 Superior, en el que se establece claramente que cuando en el despliegue de las actividades de la administración se cause un daño antijurídico a un particular, debe ser reparado en tanto resulte atribuible a ésta.  
Esta Corporación
, recientemente se pronunció sobre la responsabilidad estatal por privación injusta de la libertad, en asuntos donde se debaten presupuestos similares a los que hoy ocupan la atención de la Sala, destacando que cuando se vincula a una persona a un proceso judicial y éste finaliza como consecuencia de la declaración de prescripción de la acción penal, la detención preventiva que se hubiere impuesto en virtud del mismo deviene injusta, toda vez que el vencimiento de los términos legalmente establecidos para definir la situación jurídica del procesado, sin que se logre demostrar la responsabilidad en el delito imputado constituye una carga que no está en la obligación de soportar, por lo que en consecuencia surge la obligación de reparar los daños que se hayan causado.
Ahora bien, en el presente proceso se encuentra acreditado que el señor DELFÍN CHICANGANA CAMPO fue vinculado a un proceso penal, en el que, en virtud de la presunta comisión del delito de rebelión se le impuso por parte de la Fiscalía General de la Nación, detención preventiva; proceso en el que una vez adelantadas todas las etapas de la investigación y juzgamiento, finalizó mediante providencia de 25 de marzo de 2011
, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Popayán Adjunto, en la que decidió decretar la prescripción y extinción de la acción penal por el delito de Rebelión, la cesación de procedimiento por el referido delito a favor del señor DELFIN CHICANGANA y otros, y el archivo del asunto.

En este orden de ideas, atendiendo las circunstancias que rodean el asunto es preciso indicar que en razón a lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política, quien se ve inmerso en un proceso penal en calidad de sindicado por la comisión de un punible consagrado en el estatuto sustantivo penal, goza durante todo el trámite del mismo de la presunción de inocencia, hasta tanto no se declare judicialmente culpable, constituyendo así una carga para las autoridades judiciales desvirtuar dicha presunción.
Así las cosas, si bien el proceso que se surtió en contra del demandante no culminó con su absolución, ello no tiene la virtualidad de enervar la responsabilidad por la detención preventiva a que estuvo sujeto por espacio de más de un año, ya que a pesar que el Estado cuenta con la potestad de imponer medidas cautelares tendientes hacer efectiva la condena, cuando accede a ellas debe observar con mayor diligencia su labor dentro del proceso, adelantando oportunamente cada una de las etapas, hasta llegar a demostrar la responsabilidad en la conducta que dio lugar a la restricción del derecho a la libertad, pues de lo contrario sería a todas luces desproporcionada e injusta dicha limitación, tal como se vislumbra en el asunto de autos donde la Administración fue incapaz de demostrar la responsabilidad del demandante en el delito de rebelión que le imputó, toda vez que dejó sobrepasar los términos legales para proferir una decisión que resolviera de fondo el asunto; carga que bajo ninguna circunstancia puede trasladarse a éste, por cuanto ello implicaría desconocer sus garantías fundamentales.
Bajo este contexto, esta Corporación Juzga que en el presente asunto se encuentra plenamente acreditada la responsabilidad estatal, toda vez que la privación de la libertad de que fue objeto el señor Chicangana campo, ante el vencimiento de los términos para el ejercicio de la acción penal, sin que se lograra verificar  su responsabilidad en el delito de rebelión por el que se lo procesó, devino injusta, comoquiera que esta es una carga que no estaba en el deber jurídico de soportar, dado que la autoridad judicial tenía la obligación de desvirtuar su presunción de inocencia, mediante la adopción de una decisión donde se definiera su responsabilidad, por consiguiente al no haber cumplido con este cometido dentro de los plazos legalmente determinados, es evidente que el daño aducido le es atribuible y en consecuencia deben ser reparados los perjuicios causados a los demandantes, motivo por el cual se revocará la sentencia apelada, para acceder a las pretensiones de la demanda.

10. La legitimación en la causa por pasiva por parte de la Rama Judicial.

La Rama Judicial- Dirección Seccional Ejecutiva de Administración Judicial, tanto en la contestación de la demanda como en los alegatos de primera y de segunda instancia, aduce que no es la llamada a responder por el daño que se pretende sea reparado a través del presente medio de control, en razón a que quien privó de la libertad al demandante fue la Fiscalía General de la Nación y adicionalmente por cuando la detención preventiva estuvo ajustada a Derecho.

Al respecto es preciso anotar, que como bien lo sostuvo esa entidad, los hechos que dieron lugar a la demanda se enmarcan dentro de la vigencia de la Ley 600 de 2000, en la cual el proceso estaba constituido por dos etapas, que de acuerdo con lo dispuesto en la referida ley que tal  como lo sintetizó la demandada, se desarrollaban en la siguiente forma:
“1. Etapa de investigación: La cual es adelantada por la Fiscalía General de la Nación, y comprende la investigación preliminar, la investigación propiamente dicha que iniciaba con el auto de apertura, proseguía con la vinculación al proceso del sindicado mediante indagatoria, continua con la definición de la situación jurídica, en la que se definía sobre la imposición o no de la medida de aseguramiento y culminaba con la calificación del sumario. (Arts 330 y s.s. Ley 600 de 2000)
2. Etapa de juzgamiento: Estaba a cargo de los jueces penales, iniciaba con la audiencia preparatoria (art. 400 Ley 600 de 2000), seguía con la audiencia pública de juzgamiento en la que se practicaban las pruebas, se presentaban alegaros de conclusión y finalizaba con la sentencia de instancia, (art. 399 y s.s. Ley 600 de 2000).”

Partiendo de lo anterior, se tiene que la Fiscalía General de la Nación como encargada de adelantar la etapa de investigación dentro del proceso penal que se tramita conforme a la Ley 600 de 2000, tiene la facultad de expedir medidas de aseguramiento, sin embargo en el presente asunto no se puede predicar su responsabilidad respecto del daño antijurídico padecido por los demandantes, en razón a que del contenido de la providencia del 25 de marzo de 2011
, proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Popayán Adjunto, se advierte que la investigación se llevó a cabo dentro  términos previstos para ello, tanto así que con la calificación del mérito del sumario mediante resolución de acusación, se interrumpieron los términos de prescripción, empezando a correr nuevamente para la etapa de juzgamiento, según lo dispuesto en el artículo 86 del Código de P. P. 
Así entonces, fuerza colegir que la irregularidad presentada en la etapa de juzgamiento, al dejar que se vencieran los términos para definir sobre la responsabilidad del sindicado y que género que la privación de la libertad se tornara en injusta al no haberse desvirtuado la presunción de inocencia del señor Chicangana Campo, debe ser atribuida a la Nación- Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, por cuanto en la referida etapa, de forma exclusiva le corresponde a los Jueces Penales adoptar una decisión de fondo, de conformidad con las pruebas recopiladas durante el curso del proceso, obligación que se omitió a tal punto que la acción penal prescribió al haberse traspasado los términos legales establecidos para tal efecto.
11.  Indemnización de perjucios.
11.1 Indemnización de perjuicios morales.
En la demanda se solicita que se condene a la entidad demandada al pago de los perjuicios morales a favor del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO –victima directa- por la suma de 200 SMLMV y para el resto de los demandantes la suma de 100 SMLMV para cada uno
.
Respecto de este tipo de perjuicio el Consejo de Estado ha establecido que “la pérdida de la libertad genera a quien la sufre, un gran dolor moral, más aún cuando la retención se lleva a cabo en un centro de reclusión, porque en esas condiciones, el retenido pierde el contacto permanente con sus seres más queridos, el entorno en el que se ha desenvuelto su vida, la posibilidad de desarrollar sus proyectos, y se ve forzado a adaptarse a unas condiciones materiales que luego pueden afectar gravemente la reinserción a su medio social
. 
En el sub lite se encuentra acreditado que los menores MARIA DE LOS ANGELES CHICANGANA ANACONA
; JAIVIER DAVID CHICANGANA CASTRO
; DARLY BANESA CHICANGANA CAMPO
; LUS CLARITA CHICANGANA CASTRO
; YAMILED CHICANGANA CASTRO
, y las señoras BLANCA STELLA CHICANGANA ANACONA
; ANA LUCIA CHICANGANA ANACONA
; VIVIANA CHICANGANA ANACONA
; LUZ ANGELA CHICANGANA ANACONA
 y YUDY MILEIDI CHICANGANA ANACONA
, son hijos del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, según consta en las copias auténticas de los registros civiles de nacimiento y en los respectivos certificados de registro civil de nacimiento aportados al proceso.
A su vez, está demostrado que los menores CLAUDIA LORENA PALECHOR CHICANGANA
; KEVIN EDUARDO PALECHOR CHICANGANA
; LEISY MAYERLY CRUZ CHICANGANA
; JUAN DAVID CHICANGANA ANACONA
; ANYI NATALIA PIAMBA CHICANGANA
; CAMILO ANDRES PALECHOR CHICANGANA
; BREYNER YECID PALECHOR CHICANGANA
, son nietos del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, de conformidad con la copia auténtica de los registros civiles de nacimiento que obran en el plenario.
De igual manera se encuentra acreditado que los señores MARIELA CHICANGANA CAMPO
; HOLGA MARIA CHICANGANA CAMPO
; ANA LIDIA CAMPO
; FLOR IMELDA CAMPO
; YOLANDA CHICANGANA CAMPO
; y ALVARO HERNEY CHICANGANA CAMPO
, son hermanos de DELFIN CHICANGANA CAMPO.

En esta oportunidad la Sala de Oralidad del Tribunal Administrativo del Cauca, unifica criterio en lo atinente a la tasación de los perjuicios morales derivados de la privación injusta de la libertad, para lo cual se acogen los parámetros esbozados por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado en sentencia de unificación del 28 de agosto de 2013
, en la cual se estableció una fórmula objetiva para determinar los montos indemnizatorios a reconocer por este concepto, en los siguientes términos:
“La Sala de Sección aprovecha esta oportunidad para advertir la necesidad de unificar criterios a fin de propender por su trato igualitario en punto de reconocimiento y tasación de los perjuicios morales en los supuestos de responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, a partir de una fórmula objetiva para determinar los montos indemnizatorios reconocidos en esta tipología de perjuicios.

Lo anterior, debido a la problemática que se ha suscitado en la jurisprudencia de las Subsecciones por la utilización de metodologías diferentes para la tasación de los perjuicios inmateriales. 
De otro lado, según lo ha reiterado la jurisprudencia del Consejo de Estado, en casos de privación injusta de la libertad hay lugar a inferir que esa situación genera dolor moral, angustia y aflicción a las personas que por esas circunstancias hubieren visto afectada o limitada su libertad
; en esa línea de pensamiento, se ha considerado que ese dolor moral también se genera en sus seres queridos más cercanos, tal como la Sala lo ha reconocido en diferentes oportunidades
, al tiempo, el dolor de los padres es, cuando menos, tan grande como el del hijo que fue privado injustamente de su libertad, cuestión que cabe predicar por igual en relación con el cónyuge, compañera o compañero permanente o los hijos de quien debió soportar directamente la afectación injusta de su derecho fundamental a la libertad
. 

Respecto del quantum al cual deben ascender estos perjuicios, según la jurisprudencia de la Sala que aquí se unifica, se encuentra suficientemente establecido que el juez debe valorar, según su prudente juicio, las circunstancias propias del caso concreto, para efectos de determinar la intensidad de esa afectación, con el fin de calcular las sumas que se deben reconocer por este concepto. 
Con todo y, de nuevo, sin perjuicio de las particularidades de cada caso concreto, la Sala, para efectos de determinar el monto de los perjuicios morales en los eventos de privación injusta de la libertad, estima necesario tener en cuenta, tal como lo ha hecho de manera reiterada e invariable, algunos de los presupuestos o criterios que sirven de referente objetivo a la determinación de su arbitrio, con el fin de eliminar al máximo apreciaciones eminentemente subjetivos y garantizar así, de manera efectiva, el Principio Constitucional y a la vez Derecho Fundamental a la igualdad (artículos 13 y 209 C.P.), propósito para cuya consecución se han utilizado, entre otros: i) el tiempo durante el cual se extendió la privación de la libertad; ii) las condiciones en las cuales se hizo efectiva la privación de la libertad, esto es, si se cumplió a través de reclusión en centro carcelario o detención domiciliaria; iii) la gravedad del delito por el cual fue investigado y/o acusado el sindicado; iv) la posición y prestigio social de quien fue privado de la libertad.

Ahora bien, sin que de manera alguna implique un parámetro inmodificable que deba aplicarse en todos los casos, puesto que se insiste en la necesidad de que en cada proceso se valoren las circunstancias particulares que emergen del respectivo expediente, a manera de sugerencia y como parámetro que pueda orientar la decisión del juez en estos eventos, la Sala formula las siguientes reglas que sirven como guía en la tasación del perjuicio moral de la víctima directa en escenarios de privación injusta de la libertad: i) en los casos en que la privación sea superior a 18 meses, se reconozca la suma de 100 SMMLV; ii) cuando supere los 12 meses y sea inferior a 18 meses, el monto de 90 SMMLV; iii) si excedió los 9 meses y fue inferior a 12 meses, se sugiere el reconocimiento de 80 SMMLV, iv) si fue mayor a 6 meses, pero no rebasó 9 meses hay lugar a fijar como indemnización la suma equivalente a 70 SMMLV, v) de igual forma, en tanto la privación sea superior a 3 meses pero no sea mayor a 6 meses, el valor por concepto de este perjuicio correspondería a 50 SMMLV, vi) si la medida supera 1 mes pero es inferior a 3 meses, se insinúa el reconocimiento de 35 SMMLV, y vii) finalmente, si la detención no supera un mes, la reparación se podrá tasar en el equivalente a 15 SMMLV, todo ello para la víctima directa –se insiste– y para cada uno de sus más cercanos o íntimos allegados. (…)” (Subrayado de la Sala)
Así las cosas, atendiendo el criterio jurisprudencial reseñado, al encontrarse debidamente acreditada la calidad de cada uno de los demandantes, así como también que el señor Chicangana Campo estuvo privado de su libertad por más de 18 meses (del 9 de mayo de 2004 al 23 de marzo de 2006) en establecimiento penitenciario, por un delito político de suma trascendencia, como lo es el de rebelión, esta Colegiatura considera que la suma establecida por el Alto Tribunal como monto a indemnizar por perjuicios morales para el lapso de tiempo en que estuvo detenido el actor debe ser aplicado en el sub examine, por lo tanto se liquidará en los mismos términos indicados en dicha providencia.

En consecuencia, se ordenará reconocer como indemnización por perjuicios morales, a favor del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, la suma de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes; igual suma se reconocerá para cada uno de sus hijos, por cuanto según el precedente de unificación en comento se infiere que sufren el mismo dolor que su padre; para sus hermanos la suma de cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno y para sus nietos la suma de treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno.
11.2. No hay lugar a reclamar indemnización de perjuicios morales  respecto de  ANA TERESA  ANACONA JIMENEZ  y HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR
En la demanda se solicita el reconocimiento de los perjuicios morales padecidos por la señora ANA TERESA  ANACONA JIMENEZ, en calidad de ex compañera permanente del señor Delfín Chicangana Campo y de igual forma para la señora HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR, en calidad de compañera permanente  de este último, por la suma de 100 SMLMV para cada una.

Para acreditar la calidad de compañera permanente respecto de la señora HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR, se allegó acta de declaración juramentada
 de fecha 31 de agosto de 2011, rendida por los señores Sandra Victoria Salamanca Garzón y Guzmán Hernández Palechor, quienes afirmaron conocer al señor DELFIN CHICANGANA CAMPO y a la señora HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR desde hace 14 y 15 años, asegurando que estos últimos conviven en unión libre desde hace 14 años , por lo que existe entre ellos unión marital de hecho vigente, y de cuya relación nacieron: Jaiber David, Derly Vanesa, Luz Clarita y Yamileth Chicangana Castro.

Ahora bien, en lo que tiene que ver con esta declaración extraprocesal, es preciso indicar que ésta ostenta el carácter de prueba sumaria en los términos del artículo 299 del C.P.C., disposición que preceptúa: 

“Los testimonios para fines no judiciales, se rendirán exclusivamente ante notarios y alcaldes. Igualmente los que tengan fines judiciales y no se pida la citación de la parte contraria; en este caso, el peticionario afirmará bajo juramento, que se considera prestado con la presentación del escrito, que sólo están destinados a servir de prueba sumaria en determinado asunta para el cual la ley autoriza esta clase de prueba, y sólo tendrán valor para dicho fin.” (destaca la Sala).
Al respecto la Sección Segunda Subsección A del Consejo de Estado, en sentencia del 15 de febrero de 2012, puntualizó:
“…Aun cuando se ha predicado que la validez de las declaraciones extrajuicio allegadas dentro de un proceso judicial se encuentra sujeta a la citación de la parte contraria, a la posterior ratificación de las mismas o a aquellos casos en los que exclusivamente la ley les habilita como prueba sumaria -como garantía procesal que milita a favor de la parte contraria en virtud del derecho de contradicción y de defensa-, éstas pueden ser tenidas en cuenta, en los eventos en que hayan sido de pleno conocimiento de la parte demandada, ya sea desde el agotamiento de la vía gubernativa, o en el debate judicial mismo
.” (Negrillas de la Sala).

Visto lo anterior, la Sala desestimará las declaraciones de los señores Sandra Victoria Salamanca Garzón y Guzmán Hernández Palechor, en razón a que no fueron ratificadas dentro del proceso tal y como lo exige el artículo 229 del C.P.C., que en su tenor literal indica:

“ARTICULO 229. RATIFICACION DE TESTIMONIOS RECIBIDOS FUERA DEL PROCESO. <Artículo  modificado por el artículo 1, numeral 106 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el siguiente:> Sólo podrán ratificarse en un proceso las declaraciones de testigos: 

1. Cuando se hayan rendido en otro, sin citación o intervención de la persona contra quien se aduzca en el posterior. 

2. Cuando se hayan recibido fuera del proceso en los casos y con los requisitos previstos en los artículos 298 y 299. 

Se prescindirá de la ratificación cuando las partes lo soliciten de común acuerdo, mediante escrito autenticado como se dispone para la demanda o verbalmente en audiencia, y el juez no la considera necesaria. 

Para la ratificación se repetirá el interrogatorio en la forma establecida para la recepción de testimonio en el mismo proceso, sin permitir que el testigo lea su declaración anterior”. 
Así las cosas, al haber sido practicada la referida declaración por fuera del presente proceso, sin la audiencia de la NACION- RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL, es claro que no se encuentra acreditada la calidad de compañera permanente alegada por la señora HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR, toda vez que como se indicó ésta no fue ratificada y adicionalmente en el expediente no reposa otro elemento probatorio que permita inferir la existencia de una relación de convivencia permanente entre la aludida demandante y el señor Delfín Chicangana Campo, para la época en la que sucedieron los hechos, ni tampoco que a raíz de la privación de su libertad hubiere padecido sufrimiento o daño moral alguno –respecto del cual pudiere eventualmente considerarse como tercera damnificada, pues la sola procreación de hijos no resulta suficiente para acreditar la relación de compañera permanente y/o damnificada, por consiguiente no es posible reconocer perjuicios a su favor.
De otra parte en lo que tiene que ver con la señora ANA TERESA  ANACONA JIMÉNEZ, es preciso indicar que la calidad de ex compañera permanente, como se aduce en la demanda, no genera por si solo la demostración del dolor o aflicción que pudo sufrir como consecuencia de la privación de la libertad del padre de sus hijos, toda vez que el vínculo que en un principio haría presumir tal perjuicio ya no existe, motivo por el cual, al no haber algún elemento de convicción que permita acreditar la configuración de un menoscabo en su favor y que haga posible su reparación en condición de tercera damnificada, es evidente que no hay lugar a reconocer a su favor los perjuicios morales deprecados en el libelo introductorio de la demanda, ya que se itera, la procreación de hijos no tiene la trascendencia de demostrar la calidad de damnificada.

12. Costas. 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil.
Por su parte, el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 392. CONDENA EN COSTAS.  En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya propuesto.

Además, se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio artículo.

2. La condena se hará en la sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a la condena. En la misma providencia se fijará el valor de las agencias en derecho a ser incluidas en la respectiva liquidación.

3. (…)

4- Cuando la sentencia de segundo grado revoque totalmente la del inferior, la parte vencida será condenada a pagar las costas de ambas instancias.
9. Sólo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de su comprobación.

Seguidamente el Artículo 393 del C.P.C., establece:
“Las costas serán liquidadas en el Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga o la de obedecimiento a lo resuelto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas:

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al magistrado ponente o al juez aprobarla u ordenar que se rehaga.

2. La liquidación incluirá el valor de los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado ponente o juez, aunque se litigue sin apoderado.

3. Para la fijación de las agencias en derecho, deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura.  Si aquellas establecen solamente un mínimo o éste y máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o por la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas”

En razón de la normativa transcrita, cuando la parte apelante se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, será condenada a pagar las costas (si se causaron) y las agencias en derecho, de conformidad con el Acuerdo No. 1887 de 2003
, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.
Así las cosas, se condenará a la NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION DE JUSTICIA, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento  (0.5%) del valor de las pretensiones reconocidas en esta instancia, por concepto de agencias en derecho de segunda  instancia.

Una vez regrese el proceso ante el juez a quo, aquél deberá liquidar las costas y las agencias en derecho causadas en primera instancia.
III. DECISION
Por las razones expuestas, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,  
F A L L A:
PRIMERO: REVOCAR la sentencia de 08 de octubre de 2013 proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta providencia. 

SEGUNDO: DECLARAR a la NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL administrativa y patrimonialmente responsables, por la privación injusta de la libertad de que fue víctima el señor DELFIN CHICANGANA CAMPO. 
TERCERO.- Condenar a la NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL, a pagar indemnización de perjuicios por los  siguientes conceptos: 

- POR PERJUICIOS MORALES:

· A favor de DELFIN CHICANGANA CAMPO, cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
· A favor de MARIA DE LOS ANGELES CHICANGANA ANACONA; JAIVIER DAVID CHICANGANA CASTRO; DARLY BANESA CHICANGANA CAMPO; LUS CLARITA CHICANGANA CASTRO; YAMILED CHICANGANA CASTRO; BLANCA STELLA CHICANGANA ANACONA; ANA LUCIA CHICANGANA ANACONA; VIVIANA CHICANGANA ANACONA; LUZ ANGELA CHICANGANA ANACONA y YUDY MILEIDI CHICANGANA ANACONA, en calidad de hijos del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos. 
· A favor de MARIELA CHICANGANA CAMPO; HOLGA MARIA CHICANGANA CAMPO; ANA LIDIA CAMPO; FLOR IMELDA CAMPO; YOLANDA CHICANGANA CAMPO; y ALVARO HERNEY CHICANGANA CAMPO en calidad de hermanos del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, cuarenta (40) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos.
· A favor de CLAUDIA LORENA PALECHOR CHICANGANA; KEVIN EDUARDO PALECHOR CHICANGANA; LEISY MAYERLY CRUZ CHICANGANA; JUAN DAVID CHICANGANA ANACONA; ANYI NATALIA PIAMBA CHICANGANA; CAMILO ANDRES PALECHOR CHICANGANA; BREYNER YECID PALECHOR CHICANGANA en calidad de nietos del señor DELFIN CHICANGANA CAMPO, treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada uno de ellos.
CUARTO.- Negar las pretensiones respecto de ANA TERESA  ANACONA JIMENEZ  y HENA YOLANDA CASTRO PALECHOR, por las razones expuestas. 
QUINTO. CONDENAR en costas a la NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.

SEXTO.- Se dará cumplimiento a esta Sentencia en los términos del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
SEPTIMO.- NOTIFIQUESE la presente sentencia a las partes dentro de los tres días siguientes, mediante el envío del texto de esta providencia al buzón de correo electrónico para notificaciones judiciales. 

OCTAVO.- Devuélvase al juzgado de origen

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de sentencia fue considerado y aprobado por la Sala, en sesión de la fecha.
Los Magistrados,

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMIREZ FAJARDO
          CARLOS H. JARAMILLO DELGADO
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